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Buenos Aires, 21 de octubre de 2003.

Vistos los autos: "Selcro S.A. c/ Jefatura Gabinete Mos.

deci. 55/00 (dto. 360/95 y 67/96) s/ amparo ley 16.986".

Considerando:

1°) Que la Sala IV de la Cámara Nacional de Apela-

ciones en lo Contencioso Administrativo Federal confirmó la

sentencia de la anterior instancia que hizo lugar a la acción

de amparo y, en consecuencia declaró la inconstitucionalidad

del segundo párrafo del art. 59 de la ley 25.237, en cuanto

delega la facultad de fijar los valores o, en su caso, las

escalas aplicables para determinar el importe de las tasas a

percibir por la Inspección General de Justicia, y la nulidad

del art. 4° de la decisión administrativa 55/00 de la Jefatura

de Gabinete de Ministros, en cuanto modifica las escalas

previstas en el art. 4° del decreto 67/96.

2°) Que para decidir en el sentido indicado Ctras

rechazar las objeciones de la demandada respecto de la proce-

dencia formal del amparoC el a quo se fundó en el principio de

reserva de la ley, que impera en la materia sobre la que

tratan las normas impugnadas, y en que no puede admitirse, en

virtud de lo prescripto por el art. 76 de la Constitución

Nacional, una delegación legislativa como la efectuada por el

segundo párrafo del art. 59 de la ley 25.237 puesto que, al

carecer de límites precisos, tal autorización importa una

"deslegalización tributaria o penal" (fs. 141 vta.), en evi-

dente contradicción con principios enfáticamente reconocidos

por el texto constitucional.

3°) Que contra tal sentencia, el Estado Nacional

interpuso el recurso extraordinario que fue concedido por el a

quo en lo relativo a la controversia sobre la validez cons-

titucional de normas federales, y rechazado en cuanto a los
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agravios referentes a la procedencia de la vía del amparo

(confr. fs. 163/163 vta.). Con el alcance con el que ha sido

concedido, el recurso resulta formalmente admisible de acuerdo

con lo establecido por los incs. 1° y 3° del art. 14 de la ley

48.

4°) Que los decretos 360/95, 67/96, la decisión

administrativa 55/00 y la ley 25.237 utilizan la expresión

tasa al referirse a las prestaciones impuestas a favor de la

Inspección General de Justicia, con relación a servicios

prestados por dicho organismo. Tal denominación ha sido co-

rrectamente empleada por tales normas, pues ella se ajusta

plenamente a la naturaleza de dichas cargas, como resulta de

la caracterización del concepto de tasa efectuada por la Corte

al decidir, mediante remisión al dictamen del señor Procurador

General, la causa "Berkley" (Fallos: 323:3770). Basta recordar

aquí que en ese precedente, con cita de Giuliani Fonrouge, el

Tribunal expresó que la tasa es una "categoría tributaria

también derivada del poder de imperio del Estado, con

estructura jurídica análoga al impuesto y del cual se

diferencia únicamente por el presupuesto de hecho adoptado por

la ley, que en este caso consiste en el desarrollo de una

actividad estatal que atañe al obligado".

5°) Que asimismo, en el mencionado precedente el

Tribunal dejó claramente establecido que respecto de esa clase

de tributos rige el principio Cde raigambre constitucionalC de

reserva de la ley o legalidad. En tal sentido, la

jurisprudencia de esta Corte resulta categórica en cuanto a

que "los principios y preceptos constitucionales prohíben a

otro Poder que el legislativo el establecimiento de impuestos,

contribuciones y tasas" (Fallos: 321:366 y sus citas), y

concordemente con ello ha afirmado que ninguna carga tributa-
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ria puede ser exigible sin la preexistencia de una disposición

legal encuadrada dentro de los preceptos y recaudos

constitucionales, esto es, válidamente creada por el único

poder del Estado investido de tales atribuciones (Fallos:

316:2329; 318:1154; 319:3400 y sus citas, entre otros).

6°) Que de la reiterada doctrina precedentemente

reseñada surge con nitidez que ni un decreto del Poder Ejecu-

tivo ni una decisión del Jefe de Gabinete de Ministros pueden

crear válidamente una carga tributaria ni definir o modificar,

sin sustento legal, los elementos esenciales de un tributo

(conf. sobre esto último la doctrina del citado precedente de

Fallos: 319:3400, en especial, su considerando 9°).

7°) Que, en esta misma línea de razonamiento, al

tratarse de una facultad exclusiva y excluyente del Congreso,

resulta inválida la delegación legislativa efectuada por el

segundo párrafo del art. 59 de la ley 25.237, en tanto auto-

riza a la Jefatura de Gabinete de Ministros a fijar valores o

escalas para determinar el importe de las tasas sin fijar al

respecto límite o pauta alguna ni una clara política legisla-

tiva para el ejercicio de tal atribución (confr. doctrina de

Fallos: 148:430; 270:42; 310:2193, entre otros).

8°) Que, por lo demás, no pueden caber dudas en

cuanto a que los aspectos sustanciales del derecho tributario

no tienen cabida en las materias respecto de las cuales la

Constitución Nacional (art. 76), autoriza, como excepción y

bajo determinadas condiciones, la delegación legislativa en el

Poder Ejecutivo.

Por ello, y lo concordemente dictaminado por el señor

Procurador General, se declara formalmente procedente el re-

curso extraordinario en los términos precisados Cen conside-

rando 3°C y se confirma la sentencia apelada. Con costas.
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Notifíquese y devuélvase. CARLOS S. FAYT - AUGUSTO CESAR BE-

LLUSCIO - ENRIQUE SANTIAGO PETRACCHI - ANTONIO BOGGIANO -

ADOLFO ROBERTO VAZQUEZ - JUAN CARLOS MAQUEDA.

ES COPIA


